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CONTRADICCIÓN DE TESIS 161/2006-ps.

Entre los criterios sustentados por EL décimo tercer tribunal COLEGIADO en materia civil del primer circuito y el cuarto tribunal colegiado en la misma materia y circuito. 

MINISTRA PONENTE: OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE  GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIA: rosaura rivera salcedo.

S Í N T E S I S

I

TRIBUNALES COLEGIADOS CUYO CRITERIO SE DENUNCIA COMO POSIBLEMENTE CONTRADICTORIO:

Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito:

Los contrarrecibos y facturas concatenados entre sí son medios de prueba idóneos para demostrar el acto de comercio aducido por el actor.

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito:

Sostuvo la siguiente tesis jurisprudencial: “CONTRARRECIBOS. SOLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN”.
Y al resolver el amparo directo DC-328/2006, sostuvo que:

Que adminiculados los contrarrecibos con las facturas correspondientes o con otros medios de prueba y haciendo una debida valoración de la presuncional, demuestran el adeudo que en dichos documentos se consigna.

Así la valoración de los contrarrecibos presentados por la parte accionante mediante los cueles pretende reclamar el pago de un adeudo de una relación comercial, debe efectuarse atendiendo a las particularidades del caso.
EL PROYECTO CONSULTA:

Es inexistente la presente contradicción de tesis, toda vez que:

En el caso, las primeras ejecutorias emitidas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito pudieran ser contradictorias con la emitida por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, en cuanto al valor probatorio que tienen los contrarrecibos presentados en  juicios mercantiles, ya que mientras el primer tribunal citado, en las primeras cinco ejecutorias, que dieron origen a la tesis citada con antelación, estableció que los contrarrecibos por sí solos carecen de valor probatorio, por su parte el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en el amparo directo DC-594/2003, estimó que dichos contrarrecibos sí tienen valor probatorio, sin embargo, en estos casos ambos tribunales colegiados partieron del análisis de diversos elementos ya que el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito les otorgó valor probatorio a los contrarrecibos al concatenarlos con otros medios de prueba como son las facturas, es decir su conclusión partió del hecho de que en el caso concretó que analizó, los contrarrecibos adquieren valor probatorio porque estaban concatenados con las facturas correspondientes, lo que no ocurrió en las primeras cinco ejecutorias emitidas por el Cuarto Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, de las cuales se advierte que no se les dio  valor a los contrarrecibos por sí solos, es decir, en estos casos dichos documentos no fueron concatenados con algún otro elemento de prueba, de ahí la afirmación del citado tribunal en el sentido de que carecen de valor probatorio para demostrar  que las mercancías o servicios que amparan se adeuden.

Y fueron discrepantes únicamente cuando no analizaron los mismos elementos que en cada caso concreto advirtieron. 

Corrobora lo anterior la circunstancia de que al resolver el amparo directo DC-328/2006, el propio Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, asumió un criterio similar al sostenido por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, respecto al valor probatorio que tienen los contrarrecibos en materia mercantil, ya que al valorar dichos documentos con el restante caudal probatorio y las presunciones del caso, sí son susceptibles de demostrar el adeudo que en los documentos se consigna, específicamente se refiere a la adminiculación de los contrarrecibos con las facturas respectivas, tal y como lo hizo el último  tribunal colegiado citado, es decir si les concede valor probatorio cuando se adminiculan con algún otro elemento de prueba.

De esta guisa, los criterios cuya contradicción se denuncia realmente son coincidentes cuando parten del análisis de los mismos elementos y fueron discrepantes únicamente cuando no analizaron los mismos elementos que en cada caso concreto advirtieron.

En los resolutivos:

ÚNICO.- No existe la contradicción de criterios a que este expediente se refiere.

Tesis  invocadas:
"CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA”.

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE SI LOS CRITERIOS DIVERGENTES TRATAN CUESTIONES ESENCIALMENTE DISTINTAS”.

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. SI ES EVIDENTE SU INEXISTENCIA, PUEDE EMITIRSE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE SIN ESPERAR A QUE VENZA EL PLAZO ESTABLECIDO PARA QUE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA FORMULE SU OPINIÓN”.
CONTRADICCIÓN DE TESIS 161/2006-ps.

Entre los criterios sustentados por EL décimo tercer tribunal COLEGIADO en materia civil del primer circuito y el cuarto tribunal colegiado en la misma materia y circuito. 

ministra ponente: olga sánchez cordero de garcía villegas.

secretaria: ROSAURA RIVERA SALCEDO.

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día   veintiuno de febrero de dos mil siete.
V I S T O S; y

 R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo, Arturo Ramírez Sánchez y Roberto Ramírez Ruiz, integrantes del Décimo  Tercer Tribunal Colegiado en  Materia Civil del Primer Circuito, mediante oficio número 6436, recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el ocho de noviembre de dos mil seis, denunciaron  la posible contradicción de tesis, entre los criterios sustentados por dicho Tribunal al resolver el primero de los nombrados el amparo directo D:C. 594/2006-13 y el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, en la tesis I.4o.C.J/16 que tiene como rubro: “CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN”.
SEGUNDO.- Dicho oficio fue remitido a la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la cual su Presidente, por auto de fecha quince de noviembre de dos mil seis, ordenó la formación y el registro del expediente relativo a la contradicción de tesis con el número 161/2006-PS, admitió a trámite la denuncia de contradicción de tesis  y para estar en aptitud de integrarlo solicitó al Presidente del  Cuarto  Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, los expedientes relativos a los juicios de amparo directo números 3674/99, 5594/99, 2594/2000, 4664/2002 y 4784/2002, así como los asuntos en los que hubiera sostenido un criterio similar, o en su defecto, copias certificadas de las sentencias respectivas, así como los disquetes en que se contenga la información respectiva. Asimismo se les requirió para que en caso de que en posterior ejecutoria se hubiera apartado dicho tribunal del criterio sostenido en los  expedientes en cuestión, también lo haga del conocimiento de la Sala. En el mismo proveído requirió a la Presidenta del Décimo  Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito para que remitiera los expedientes o copias certificadas de las sentencias en las que hubiera sostenido un criterio similar  al sustentado en la sentencia del amparo directo  D.C. 594/2006-13 y el disquete que contenga dicha información. 
En cumplimiento de la prevención realizada por el Presidente de esta Primera Sala, la Secretaria de Acuerdos del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito por oficio 230 de fecha veintitrés de noviembre de dos mil seis remitió copia certificada de las ejecutorias dictadas en los amparos directos DC-3674/1999, DC-4494/1999, DC-2594/2000, DC-4664/2002 y DC-4784/2002, el disquete que contiene las ejecutorias dictadas en los juicios de amparo directo DC-4784/2002 y DC-4664/2002; manifestó que remitió copia certificada de la sentencia dictada en el amparo directo 328/2006 en la cual se hizo una interpretación del criterio sustentado por dicho tribunal al respecto, sin que exista algún otro criterio similar, ni que se haya apartado del mismo. Oficio al cual le recayó el auto de fecha  siete de diciembre de dos mil seis en el que se le tiene dando cumplimiento a lo solicitado previamente.  
Por otra parte, la Magistrada Presidenta del Décimo  Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, por oficio 6967 de fecha cuatro de diciembre de dos mil seis informó a esta Primera Sala que no se encontraron expedientes en los que se haya pronunciado un criterio similar al sostenido en el juicio de amparo directo D.C.594/2006-13.  
TERCERO.- El ocho de enero de dos mil siete, el  Presidente de esta Primera Sala, al considerar que el expediente estaba debidamente integrado ordenó dar vista al titular de la Procuraduría General de la República, por conducto del Director General de Constitucionalidad de dicha institución con copia certificada de las actuaciones respectivas, a fin de que expusiera su parecer dentro del plazo de treinta días; asimismo se ordenó turnar el expediente a la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de  García Villegas.
Mediante oficio DGC/DCC/248/2007 de fecha quince de febrero de dos mil siete, la Agente del Ministerio Público  de la Federación designada para intervenir en el presente  asunto  emitió  su opinión  en el sentido de que no existe la  contradicción de tesis.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer del presente asunto, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de  los Estados Unidos Mexicanos; 197-A de la Ley de Amparo; y  21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, por tratarse de una denuncia de posible contradicción de criterios que fueron emitidos por Tribunales Colegiados sobre un tema de materia civil, la cual es del conocimiento exclusivo de esta Primera Sala.

SEGUNDO.- La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima, conforme a lo establecido en el párrafo primero del artículo 197-A de la Ley de Amparo.

De acuerdo con dicho numeral, cuando se sustenten criterios contradictorios entre Tribunales Colegiados de Circuito, en asuntos que son de su competencia, la denuncia correspondiente ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, sólo puede plantearse por: 

a) Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

b) El Procurador General de la República.

c) Los Tribunales Colegiados o los Magistrados que los integren o las partes que intervinieron en los juicios en que tales criterios contradictorios se hayan sustentado.
En la especie, la presente denuncia de posible contradicción de tesis fue formulada por los integrantes del Décimo  Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito,  que sustenta uno de los criterios posiblemente contradictorios,  lo que  reitera su legitimación para tales efectos.

TERCERO.- El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, integrado por los Magistrados Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo, Arturo Ramírez Sánchez y Roberto Ramírez Ruiz, al resolver por unanimidad de votos, con voto aclaratorio del segundo de los nombrados,  el amparo directo 594/2006-13, en sesión de dieciocho de octubre de dos mil seis, estableció, en lo que se refiere al tema planteado en la contradicción de tesis, lo siguiente:

“Son infundados los argumentos de la impetrante porque en contra de lo expuesto la sala responsable estuvo en lo correcto al darles plena eficacia probatoria a los documentos base de la acción para demostrar la relación jurídica en que fundó su acción el actor en el juicio natural, toda vez que si bien la legislación mercantil no previó la documentación de actos mercantiles mediante facturas o contrarrecibos, ni su valor probatorio, lo cierto es que en la actualidad es práctica común de los comerciantes documentar sus actos comerciales (compraventa) mediante las facturas y recibos de las mismas, razón por la cual la exhibición de estos medios de prueba acredita la relación comercial aducida. --- Se dice que una compraventa mercantil puede ser documentada con los medios de prueba aludidos, porque las facturas evidencian las contraprestaciones que las partes pactan (la cosa  y el precio), que concatenadas con los contrarrecibos que expide el comprador, se tiene la certeza de que se llevó a cabo el acto jurídico referido, pues no resulta lógico que alguna persona, por sí o por su factor o dependiente, expida un contrarrecibo especificando que el mismo es para su revisión y pago, en el que además se precise que las facturas se reciben para su revisión e indicando fecha para su pago y luego afirme esa misma persona que tales documentos son insuficientes para demostrar la relación comercial que aduce la parte compradora. --- De modo que, en aras de otorgar certeza jurídica a las relaciones mercantiles y garantizar el tráfico comercial se estima correcto estimar que las facturas y sus recibos son medios de prueba suficientes para documentar y demostrar las ventas mercantiles. --- En función de lo anterior, si la actora exhibió las facturas en que basó el pago de la suerte principal; así como once contrarrecibos que contienen los datos de la persona moral quejosa, en donde se especificó que las facturas detalladas son para su revisión y pago y además se asentó la fecha de pago y fueron recibidas por los dependientes de la persona moral demandada (pues ese hecho no fue controvertido), resulta inconcuso que las documentales aludidas, concatenadas entre sí, resultan ser medios de prueba idóneos para demostrar el acto de comercio aducido por el actor. --- En suma, resulta infundado el argumento de la quejosa al sostener que las documentales exhibidas no pueden demostrar el acto de comercio, toda vez que, por las razones expuestas, los documentos aludidos debidamente concatenados, hacen prueba plena de la relación comercial. --- Ahora bien, este tribunal colegiado había compartido el criterio sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, en la jurisprudencia número 16, visible en la página 1063, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, del tenor siguiente: --- “CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN.” (se transcribe). --- Sin embargo, se estima a partir de esta fecha cambiar el criterio aludido para adoptar el expuesto en la presente ejecutoria, ya que atendiendo a la práctica y usos mercantiles, se ha podido percibir que es práctica constante y generalizada entre los comerciantes el uso de las facturas y recibos para documentar las operaciones mercantiles, específicamente la compraventa, lo cual apunta a que se reconozca la instrumentación de las compraventas mercantiles mediante la entrega de las facturas y el acuse de recepción, que por lo general es la entrega de un contrarrecibo. --- Ello agiliza el tráfico comercial, pues permite que los comerciantes, cuya liquidez sea limitada, puedan obtener un plazo más amplio para el pago de las mercancías que les permita  cumplir con sus fines lucrativos; acelerando de esa manera la realización de las mercancías. --- Además, otorga certeza jurídica a los comerciantes en sus transacciones, ya que las operaciones mercantiles adquieren mayor fluidez con el reconocimiento del uso comercial reiterado al evitar el rigorismo de los contratos escritos y permitir documentar las compraventas con facturas y contrarrecibos. --- Lo anterior permite concluir que resulta acorde a la práctica comercial apartarse del criterio que los contrarrecibos sólo documentan la entrega de las facturas para su revisión, pero no el acto de comercio; pues como se precisó, la práctica comercial constante apunta hacia otorgar a esos documentos la prueba de la venta mercantil, por ser la manera que los comerciantes han elegido para documentar dichos actos jurídicos. --- Con independencia de lo anterior, los documentos exhibidos por el actor fueron robustecidos con el apercibimiento que se hizo efectivo a la demandada al resistirse a mostrar la documentación necesaria para el desahogo de la experticia propuesta por esa parte. --- En efecto, el actor ofreció como prueba, además de los documentos base de la acción, la pericial en materia contable para demostrar entre otras cosas, que el actor fue proveedor de la demandada entre el uno de enero al treinta y uno de diciembre del dos mil dos (pregunta uno), que la mercancía descrita en las facturas base de la acción ingresaron a la empresa demandada (pregunta dos), y la existencia de un adeudo registrado en la contabilidad de la empresa demandada a favor del actor y en caso afirmativo, sí correspondía a las facturas y los contrarrecibos acompañados al escrito inicial de demanda (pregunta tres). --- Para el desahogo de ese medio de convicción, se requirió a la ahora impetrante permitiera el acceso al perito del actor de la documentación contable necesaria, con el apercibimiento que de no hacerlo se tendrían por ciertos los hechos que se pretendía probar con el aludido medio de convicción (auto de veintiuno de septiembre de dos mil cinco). --- Como la entonces demandada negó al perito del oferente el acceso a la documentación necesaria para el desahogo de la experticia, por auto de veintiuno de octubre de dos mil cinco, se hizo efectivo el apercibimiento invocado y se tuvieron por ciertos los hechos que se pretendía probar con el desahogo de la prueba pericial. --- Atento a las circunstancias relatadas, si la prueba pericial tenía como finalidad demostrar la existencia de la relación comercial entre el actor y la demandada y la entrega de la mercancía descrita en las facturas base de la acción, así como el monto de cada factura, entonces, debe decirse que ante la conducta procesal de la demandada se demostró la relación comercial y el monto que adeudaba. --- Medio de convicción que concatenado con las documentales acompañadas en autos, hace prueba plena de la relación comercial y de la existencia del adeudo estipulado en los documentos base de la acción. --- De ahí que los medios de prueba aportados por el actor se estimen suficientes para demostrar la relación comercial pretendida por el actor y la existencia del adeudo, de modo que a la aquí quejosa correspondía demostrar el pago del monto demandado, atento a lo dispuesto por el artículo 1195 del Código de Comercio. ---- Aquí, conviene analizar el argumento contenido en el inciso d),  en el que la peticionaria de amparo controvierte la valoración de la prueba pericial contable. --- Es infundado lo relativo a que incorrectamente se le tuvo presuntivamente acreditada la relación comercial entre las partes, toda vez que la finalidad de la prueba pericial era acreditar que el actor era proveedor de la demandada, que la mercancía que amparan las facturas ingresó a la parte demandada y que la parte demandada registró un adeudo a favor del actor. --- Se afirma lo anterior, porque del cuestionario formulado a los expertos se advierte que la finalidad era demostrar la relación comercial derivada de los documentos base de la acción, en tanto que el apercibimiento hecho a la demandada (que no fue debidamente controvertido) conllevaba tener por ciertos esos hechos, de modo que, al ser así ante la conducta contumaz de la ahora quejosa, fue correcto que la sala responsable la sancionara y tuviera por probada la relación comercial y el monto adeudado. --- Es verdad que el registro de un adeudo no acredita que éste sea insoluto, pero sí revierte la carga de la prueba a la deudora para demostrar su pago, por tanto sólo correspondía al actor evidenciar la existencia de la relación comercial y el monto adeudado, atribuyendo a su contraria la falta de pago, para hacer procedente la acción de pago, porque al hacerlo de esa manera la carga de la prueba se revierte a la demandada, quien se encuentra obligada a demostrar que efectivamente pagó. ----También es infundado que fueron indebidamente valorados los documentos base de la acción porque la impetrante demostró que ella había desconocido la expedición de los contrarrecibos y que las facturas son documentos elaborados unilateralmente, exhibidos en copia simple, y que todos esos documentos no demuestran la relación comercial, pues si bien su objeción la basó en esos argumentos, lo cierto es que el valor probatorio que proporcionó la autoridad responsable a las documentales exhibidas por el actor fue de manera conjunta, de modo que fue correcto que la sala responsable les otorgara plena eficacia probatoria a tales documentales y la objeción planteada la desechara, porque si bien los documentos por sí solos no demuestran la relación comercial, lo cierto es que concatenados entre sí resultan suficientes para acreditar la compraventa mercantil aducida por la impetrante, atento a las consideraciones expuestas en párrafos precedentes. --- Así pues, este tribunal advierte que es intrascendente el que la sala responsable hubiera afirmado que la demandada no aportó medio de prueba alguno para acreditar su objeción pues lo cierto es que la sala concluyó que no acreditó su objeción y por tanto la valoración proporcionada en las facturas y los recibos era la adecuada. --- Así las cosas al resultar ineficaces los argumentos esgrimidos por la impetrante se impone negar el amparo y protección de la Justicia Federal. --- La negativa del amparo debe comprender el diverso acto de ejecución también reclamado a la  Jueza Segundo de lo Civil de esta ciudad, por no haberse combatido por vicios propios, sino que su alegada inconstitucionalidad se hizo depender del acto de ordenamiento del cual deriva. --- Tiene aplicación al efecto, la jurisprudencia número 91, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 72 del Tomo VI del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, bajo el rubro: --- “AUTORIDADES EJECUTORAS. NEGACIÓN DE AMPARO CONTRA ORDENADORAS” (se transcribe).--- SÉPTIMO.- En la jurisprudencia número 16, emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visible en la página 1063, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, cuyo rubro es “CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN”; se estima que los contrarrecibos sólo justifica que se recibieron para su revisión ciertos recibos, notas de remisión o bien facturas de proveedores, a fin de que posteriormente y una vez examinados contablemente, estos últimos documentos, si se aceptan, sean cubiertos; pero en modo alguno son suficientes para justificar, los servicios o mercancías que amparan tales recibos. --- Por su parte, este tribunal colegiado había compartido el criterio aludido, sin embargo, a partir de esta fecha consideró oportuno separarse del mismo,  pues nuevamente al referirse sobre el problema de si las facturas y el acuse de recepción son útiles para documentar las operaciones mercantiles, en particular la compraventa, se arribó a la conclusión de que si bien la legislación mercantil no previó la documentación de actos mercantiles mediante facturas o contrarrecibos, ni su valor probatorio, lo cierto es que en la actualidad es práctica común de los comerciantes documentar sus actos comerciales (compraventa) mediante las facturas y recibos de las mismas, razón por la cual la exhibición de estos medios de prueba acreditan la relación comercial aducida. --- Ello, porque las facturas evidencian las contraprestaciones que las partes pactan (la cosa  y el precio), que concatenadas con los contrarrecibos que expide el comprador, se tiene la certeza de que se llevó a cabo el acto jurídico referido, pues no resulta lógico que alguna persona, por sí o por su factor o dependiente, expida un contrarrecibo especificando que el mismo es para su revisión y pago, en el que además se precise que las facturas se reciben para su revisión e indicando fecha para su pago y luego afirme esa misma persona que tales documentos son insuficientes para demostrar la relación comercial que aduce la parte compradora. --- Lo anterior para otorgar certeza jurídica a las relaciones mercantiles y garantizar el tráfico comercial. --- Razón por la cual, como se dijo, se cambió el criterio que venía sosteniendo sobre el tema, ya que atendiendo a la práctica y usos mercantiles, se ha podido percibir que es práctica constante y generalizada entre los comerciantes el uso de las facturas y recibos para documentar las operaciones mercantiles, específicamente la compraventa, lo cual apunta a que se reconozca la instrumentación de las compraventas mercantiles mediante la entrega de las facturas y el acuse de recepción, que por lo general es la entrega de un contrarrecibo, lo que además agiliza el tráfico comercial. --- Además, otorga certeza jurídica a los comerciantes en sus transacciones, ya que las operaciones mercantiles adquieren mayor fluidez con el reconocimiento del uso comercial reiterado al evitar el rigorismo de los contratos escritos y permitir documentar las compraventas con facturas y contrarrecibos. --- Es decir, en opinión de este tribunal colegiado sí debe darse dicho carácter a los documentos que contengan la recepción de facturas, como en el caso los contrarrecibos pues el uso de los mismos otorga certeza jurídica a los comerciantes cuya liquidez es limitada, otorgándoles un plazo más amplio para el pago de las mercancías, de donde, los contrarrecibos no sólo documentan la entrega de las facturas para su revisión, sino también son útiles como prueba de la venta mercantil, por ser la manera en que los comerciantes han elegido documentar tales actos jurídicos. --- Ante tales circunstancias, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 197-A de la Ley de Amparo, en relación con el 25 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y puntos 2°, párrafo segundo y 4° del acuerdo plenario 5/2001, de veintiuno de junio de dos mil uno publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve siguiente, denúnciese la posible contradicción de criterios, existente entre el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el criterio de este órgano federal. --- En consecuencia, se solicita atentamente, tener a este Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, denunciando la posible contradicción de criterios a que se ha hecho referencia.”.
CUARTO.- Por su parte, el Cuarto  Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, integrado actualmente por los Magistrados Walter Arellano Hobelsberger y Francisco J. Sandoval López y por la licenciada Leticia Araceli López Espíndola, secretaria de tribunal en funciones de magistrada, al resolver el amparo directo  D.C.-4784/2002, en sesión de veinte de mayo de dos mil dos, resolvió en lo conducente lo que a continuación se transcribe:

“…Independientemente de lo anterior, este tribunal colegiado estima correcta la consideración de la responsable, pues los contrarrecibos, por tratarse de instrumentos privados por su propia naturaleza son imperfectos, por no ser susceptibles de producir plena fuerza probatoria por sí mismos, ya que su validez depende de su reforzamiento con otras probanzas, tales como el reconocimiento expreso o tácito, el cotejo, la prueba pericial, la testimonial, etcétera, según se desprende de los artículos 334, 335 y 338 al 344 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; luego, cuando no es reconocido expresa o tácitamente por el supuesto emisor, corresponde al oferente reforzar su autenticidad con alguna otra prueba, de lo contrario el instrumento no se perfecciona. --- Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia número I.4o.C. J/47, de este Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en la página 103 del Tomo IX, Enero de 1992, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, cuyo texto es: --- ‘DOCUMENTOS PRIVADOS. SU VALOR PROBATORIO ESTÁ SUJETO A SU PERFECCIONAMIENTO.’ Del contenido de los artículos 334, 335 y 338 a 344 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se desprende el carácter de pruebas imperfectas de los documentos privados, al no ser susceptibles por sí mismos de producir plena fuerza de convicción, pues su valor depende de su reforzamiento con otras probanzas, tales como el reconocimiento expreso o tácito, el cotejo, la prueba pericial, la testimonial, etcétera. El medio más natural previsto en los referidos preceptos para este efecto, se presenta a través de su perfeccionamiento con el reconocimiento tácito, regulado por el artículo 335 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Otro medio lo constituye el reconocimiento expreso, aludido en el numeral mencionado y en el artículo 338 del propio cuerpo de leyes. Conforme a la primera disposición invocada al principio si el documento privado de uno de los interesados, presentado en juicio por vía de prueba, no es objetado por la parte contraria, se tendrá por admitido y surtirá sus efectos como si hubiera sido reconocido expresamente. En cambio, cuando un documento privado no es reconocido expresa o tácitamente, ni su autenticidad es reforzada con alguna otra prueba, el instrumento no se perfecciona y, por ello, no es susceptible de hacer prueba plena, sino que su grado de demostración queda solamente en la categoría de indicio, cuya fuerza de convicción, mayor o menor, dependerá de la existencia de otras probanzas sobre los hechos controvertidos, con las cuales pueda ser adminiculado.--- Por otra parte, resulta también inoperante el segundo concepto de violación, en el que se sostiene que la demandada no objetó ninguno de los documentos exhibidos con los cuales se acreditó la relación contractual, la recepción y entrega de mercancías, la expedición de las facturas y los abonos que la enjuiciada realizó. --- Se dice que es inoperante el anterior argumento, pues la autoridad responsable determinó que el hecho de que esté probada en autos una relación comercial de compraventa a crédito, ello no implica que como resultado de dicha relación, necesariamente se adeude el importe de los contrarrecibos números 978, 991, 12303 y 12309, pues tales documentos sólo pueden considerarse como comprobantes de la recepción de unos documentos denominados facturas para efectos de revisión y pago de las mismas por la empresa deudora, lo que significa que los instrumentos comprobatorios del adeudo y su importe, serían en realidad las facturas cuya recepción amparan los multicitados contrarrecibos, documentos que no provocan mayor convicción. --- La anterior consideración de la resolutora no es combatida por la quejosa; luego, el segundo concepto de violación resulta inoperante. --- Independientemente de la anterior determinación, debe decirse que aun en el caso de que los contrarrecibos hubieran sido reconocidos, por sí solos son insuficientes para demostrar la obligación de pago que se atribuye a la parte demandada, puesto que, como lo afirmó la sala del conocimiento, en ellos sólo se hace constar la recepción de diversas facturas que entregó la quejosa a la demandada, para que fueran revisadas por esta última, pero no se refieren a los servicios que en su caso amparan las facturas, y mucho menos a un reconocimiento por parte de la demandada de que se prestó el servicio, y que por él deba pagar el importe consignado en las facturas, por lo que únicamente demuestran que se entregaron diversos documentos para su revisión; por tanto no son idóneos para demostrar la acción ejercitada. --- Así lo ha considerado este órgano jurisdiccional, al resolver mediante fallos de veintinueve de abril, seis de agosto de mil novecientos noventa y nueve, y trece de mayo de dos mil dos, por unanimidad de votos, los juicios de amparo directo civil números DC-3674/99, DC-4494/99 y DC-4664/2002, promovidos por **********, sociedad anónima de capital variable, **********, sociedad anónima de capital variable, y **********, sociedad anónima de capital variable, respectivamente, al establecer que, atendiendo a los usos y costumbres mercantiles, los contrarrecibos son meros documentos justificativos de que se recibieron para su revisión ciertos recibos, notas de remisión o bien facturas de proveedores, a fin de que posteriormente y una vez examinados, si se aceptan, sean cubiertos; pero no demuestran que los servicios o mercancías que amparan los recibos, notas de remisión, facturas, etcétera, se adeuden. En tales condiciones, aún en el supuesto de que la enjuiciada hubiera reconocido la autenticidad de tales documentos, esta circunstancia no es suficiente para establecer la existencia y exigibilidad de la obligación cuyo pago se exige. --- Al caso, resulta aplicable la tesis que aún no ha sentado jurisprudencia, emitida en la Novena Época por este tribunal colegiado, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Octubre de 1999, página 1253, cuyo rubro y texto son del siguiente tenor literal: --- ‘CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN.’ (se transcribe)”.
El propio Tribunal Colegiado  resolvió en términos similares los amparos directos DC-3674/99, DC-4654/99, DC-2594/2000, DC-4664/2002; los cuales dieron origen a la tesis sustentada por el mismo que es del tenor siguiente:
Novena Época

Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XVI, Agosto de 2002

Tesis: I.4o.C. J/16        

Página:  1063

“CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN.  Conforme a los usos y costumbres mercantiles, los contrarrecibos son entregados como meros documentos justificativos de que se recibieron para su revisión ciertos recibos, notas de remisión o bien facturas de proveedores, a fin de que posteriormente y una vez examinados contablemente, estos últimos documentos, si se aceptan, sean cubiertos; pero en modo alguno los contrarrecibos son suficientes para justificar, aun reconocidos, que los servicios o mercancías que amparan tales recibos, notas de remisión, etcétera, se adeuden”.
El mismo Tribunal Colegiado, en sesión de fecha veintinueve de junio de dos mil seis, al resolver el amparo directo  D.C.318/2006, ya en su actual integración respecto al tema de la presente contradicción estimó lo siguiente:
“La enjuiciada, hoy quejosa, en su escrito de contestación, básicamente adujo que el pago de esa cantidad era improcedente ya que se basó en copias al carbón de unas facturas, las cuales carecen de valor probatorio.--- Por auto de dieciséis de noviembre de dos mil cinco, se tuvo por acusada la rebeldía de la parte demandada al no haber objetado los documentos exhibidos por la actora. --- Ahora, debe decirse, desde el punto de vista de la libertad o de las restricciones que pudiera establecer el legislador sobre la valoración de las pruebas aportadas al juicio, se ha determinado doctrinalmente la existencia de tres sistemas:--- I. Sistema de la prueba libre;--- II. Sistema de la prueba legal o tasada; y,--- III. Sistema mixto.--- En el sistema de prueba libre, no hay un valor previamente establecido al que ha de sujetarse el juez. ---En el sistema de prueba legal o tasada, el legislador determina previamente el valor que a cada prueba ha de concederle el juzgador, sin que intervenga el arbitrio de éste para asignarle una determinada apreciación a cada medio probatorio. --- El sistema mixto es un sistema ecléctico, en el que las reglas de ofrecimiento, admisión y desahogo están fijadas por el legislador, pero se da un margen de discrecionalidad al juzgador para su interpretación y para su aplicación pragmática. --- En nuestra legislación, tratándose de la facultad de los jueces para la apreciación de las pruebas, se ha adoptado el sistema mixto de valoración, pues algunas están sujetas a reglas de apreciación; pero otras, como pueden ser la testimonial, la pericial y la presuncional, se dejan al prudente arbitrio del juzgador, arbitrio que no puede ser absoluto, sino restringido, pues esa valoración debe hacerse a través de la lógica y la razón, y observar las reglas de la sana crítica, o sea, el prudente arbitrio del juzgador, de los cuales no puede separarse, pues de hacerlo, su apreciación, aunque no infrinja la ley, sí violaría los principios lógicos en que descansa. --- Así, la obligación esencial que el juez debe cumplir, no se realiza mediante una simple afirmación de los hechos que considera probados, sino que debe evaluar, pesar, examinar, comprobar, confirmar y demostrar que con las pruebas reunidas llega por lógica y con razonamientos a su  convencimiento. --- El Código de Comercio en el Capítulo IX, del Libro Quinto, denominado “De los juicios mercantiles”, Título Primero, Disposiciones generales, regula la prueba denominada “De las presunciones”, y para corroborarlo es pertinente transcribir dicho capítulo: --- “Artículo 1277.(se transcribe).--- Artículo 1278. (se transcribe). --- Artículo 1279. (se transcribe). --- Artículo 1280. (se transcribe). ---- Artículo 1281. (se transcribe). --- Artículo 1282. (se transcribe). --- Artículo 1283. (se transcribe).--- Artículo 1284.-(se transcribe).--- Artículo 1285. (se transcribe). --- Artículo 1286.(se transcribe).--- Por su parte, los artículos 1305 y 1306 del Código de Comercio, ubicados en el Capítulo XX, denominado “Del Valor de las Pruebas”, del mismo título y libro arriba citados, establecen lo siguiente:--- “Artículo 1305.(se transcribe).--- Artículo 1306. (se transcribe).--- De la lectura de los citados preceptos, se advierte que los principios consignados en los artículos 1283 a 1286 del Código de Comercio, son los siguientes: a) Las presunciones humanas no sirven para probar aquellos actos que, conforme a la ley, deben constar en una forma especial.--- b) La presunción debe ser grave, esto es, digna de ser aceptada por personas de buen criterio.--- c) Debe ser precisa, es decir, que el hecho probado en que se funde, sea parte, antecedente o consecuencia del que se quiere probar.--- d) Cuando fueren varias las presunciones, han de ser concordantes y tener un enlace entre sí y con el hecho probado, que no puedan dejar de considerarse como antecedentes o consecuencias de éste, y --- e) Que estén de tal manera enlazadas que, aunque produzcan indicios diferentes, todos tiendan a probar el hecho de que se trate, que por lo mismo, no puede dejar de ser causa o efecto de ellos. --- Por el dinamismo que opera en las actividades mercantiles, en donde se realizan multiplicidad de operaciones que en ocasiones no se ajustan a procedimientos comerciales estrictos, pero que son cumplidos por el comerciante y por quienes contratan con ellos, revisten singular importancia las presunciones, que son consecuencias conjeturales que la ley o el juzgador construyen a partir de un hecho o hechos conocidos para acceder a otros desconocidos.--- Por ello, resultan imprescindibles las amplias facultades con las que ha dotado el Código de Comercio al juzgador en los artículos 1284, 1285, 1286 y 1306, para resolver los negocios judiciales sometidos a su potestad; lo que al mismo tiempo pone de relieve la gran responsabilidad que tiene a su cargo para decidir con sentido de justicia, y más aún con equidad, por ser ésta la justicia de cada asunto en concreto, según las circunstancias, condiciones y eventualidades particulares, evidenciadas en los hechos controvertidos y justificados con los correspondientes medios de convicción, después de que ha realizado una ponderación prudente, ajustada al sentido común, así como al raciocinio lógico y a su experiencia, sin olvidar el buen criterio y la buena fe que deben acompañar a todo juzgador. --- Para cumplir con esos principios, el juez debe apegarse a las reglas de la sana crítica, que son, ante todo, las reglas del correcto entendimiento humano; en ellas participan las reglas de la lógica con las reglas de la experiencia del juez, y unas y otras deben contribuir de igual manera a que el juzgador pueda analizar la prueba con arreglo a la sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas. De ahí que la sana crítica deba entenderse como la unión de la lógica y la experiencia, tendientes a asegurar el más certero y eficaz razonamiento. ---- Así, es necesario considerar, en la valoración de la prueba presuncional, el carácter forzosamente variable de la experiencia humana, tanto como la necesidad de mantener, con el rigor posible, los principios de lógica en que el derecho se apoya. --- El doctor Carlos Arellano García en su obra “Derecho Procesal Civil”, Editorial Porrúa, S.A. de C.V., página 261, después de referirse al criterio de varios procesalistas, sobre el tema de la valoración de las pruebas, entre ellos al del autor arriba citado, concluye lo siguiente: “En consecuencia, el mejor sistema es el que combina las reglas lógicas y legales, con la intervención discrecional del juzgador.”--- En torno a las presunciones, dice que el vocablo presunción significa: “la acción de presumir”; que a su vez, presumir es “sospechar, conjeturar, juzgar por inducción”; que por ello, en el ambiente del proceso jurisdiccional, la presunción es utilizada por las partes y por el juzgador como una fórmula racional que permite llevar de los datos conocidos a conjeturar con mayor o menor solidez, los datos desconocidos. --- 
Dicho autor en su obra “Práctica Forense Civil y Familiar”, misma editorial, página 292 y siguientes, dice que para la apreciación de la prueba de presunciones deben someterse los jueces a dos reglas fundamentales: primera, que se encuentren probados los hechos de los cuales se derivan las presunciones y, segunda, que exista un enlace natural, más o menos necesario, entre la verdad conocida y la que se busca, de modo que si los tribunales se apartan de esas reglas, infringen la disposición legal relativa y, por ende, las  garantías individuales. --- También refiere, que los hechos conocidos base de la presuncional, deben estar debidamente probados; que para llegar al hecho desconocido, ha de partirse del hecho conocido que constituye una verdad demostrada y si esa verdad se altera, se trastoca la prueba presuncional; que hay hechos de muy difícil demostración directa, como podría ser la simulación, y respecto de ellos se exalta la importancia de la prueba presuncional. --- Conforme a lo anterior, se llega a la conclusión de que por regla general, las presunciones deben ser polibásicas, es decir, que concurran pluralidad de indicios que se dirijan a otras presunciones, descartando la más débil a favor de la más convincente, pues la concurrencia de varios indicios que apuntan hacia la formación de una misma presunción, partiendo de puntos diferentes, aumenta la fuerza probatoria de cada uno de ellos, y también la fuerza probatoria en su conjunto. --- Pero esa valoración, como ya se dijo, debe estar acotada por la lógica, la experiencia y la sana crítica,  a fin de que la decisión del juzgador sea una verdadera expresión de justicia, es decir, lo suficientemente poderosa para rechazar la duda y el margen de subjetividad del juez, para lo cual se debe contar con la figura conocida como “las máximas de experiencia”, que son las reglas de vida o verdades de sentido común que contribuyen de un modo eficaz a la formación de la persuasión judicial. --- No se soslaya que esa certeza debe nacer de la acción genuina de las pruebas, naturalmente, y no de modo artificial, o sea por virtud de razones extrañas a su intrínseca certeza y propia naturaleza. --- Así, para cumplir con el requisito previsto en el artículo 1283 del Código de Comercio, que establece que la presunción debe ser grave, esto es, digna de ser aceptada por personas de buen criterio, el convencimiento del juez debe ser razonado, es decir, que las motivaciones que lo han determinado a fallar en cierto sentido, deben ser tales, que se consideren capaces de engendrar igual convencimiento en otros hombres razonables capaces de discernir  en la toma de decisiones justas, pues sólo así, esa motivación dará a la certeza del juez, el carácter de presunción grave. ---- Ahora bien, el requisito de que la presunción debe ser precisa, parte del principio de que no hay efecto sin causa, por ello, el hecho probado debe facilitar el esclarecimiento del hecho que se trata de averiguar y para ello es menester que sea parte, antecedente o consecuencia del que se quiere demostrar, pues esa falta de precisión para inferir el hecho que se trata de demostrar, engendra duda respecto del encadenamiento de las presunciones. ----Todo lo anterior es lo que llevará a que se aprecien, conforme a la verdad y al derecho, las presunciones humanas, es decir, con apego a lo que debe ser la justicia, que es requisito fundamental previsto en el artículo 1306 del Código de Comercio. ----Por ende, y en atención a todo lo razonado, en el caso concreto haciendo una debida valoración de la prueba presuncional humana, debe considerarse que al no haberse demostrado una objeción que reste valor probatorio a los contrarrecibos de fechas veintinueve de julio, veinticinco de agosto y  trece de agosto, todos de dos mil cuatro, los cuales se encuentran adminiculados con otras documentales, siendo éstas las facturas números 07279, 07448 y 07571, respectivamente, mismas que no obstante que son presentadas en copia al carbón, merecen eficacia demostrativa, toda vez que, como correctamente lo señaló el tribunal de alzada, de acuerdo a los usos y costumbres mercantiles, la entrega de los originales de las facturas se presentan para su revisión y posterior pago, entregándose como prueba de dicho acto, precisamente los contrarrecibos, por lo que las facturas y contrarrecibos en comento, se robustecen entre sí para demostrar el adeudo que en esos documentos se consigna y sirven para acceder a hechos desconocidos y concordantes, de ahí que resulte infundado el motivo de inconformidad examinado por lo que hace a los citados contrarrecibos y facturas. --- Caso especial se presenta en relación a la factura número 8090, ya que aun cuando no se presentó el contrarrecibo correspondiente, lo cierto es que al no haber sido objetada dicha documental por parte de la demandada, implica que se tenga como si hubiera sido reconocida expresamente por la enjuiciada, en términos del citado artículo 1341 del Código de Comercio, y tomando en consideración que de acuerdo a las costumbres y las prácticas comerciales las facturas documentan la adquisición de mercancías de los proveedores a los comerciantes y sirven de base para estimar que la mercancía que amparan ha sido objeto de una operación comercial, todo ello lleva a tener por demostrado que se llevó a cabo el acto de comercio en él consignado y que como condiciones de pago se pactaron treinta días, sin que la hoy quejosa haya acreditado haber pagado la cantidad a la que asciende esa factura, máxime si la demandada no manifestó ninguna oposición en relación a la citada factura, en la que argumentara la inexistencia de dicho documento, o bien, la falta de entrega de la mercancía que se consigna en el mismo, pues únicamente se limitó a señalar que se trataba de una copia al carbón de la factura de mérito, lo cual, como ya se dijo, se origina por los usos y costumbres mercantiles que llevan a la entrega del original de la factura para su revisión y posterior pago, motivos por los que también debe condenarse a su pago a la demandada.--- Por otra parte, en relación a los contrarrecibos de fechas veintidós y veintitrés de junio, ambos de dos mil cuatro, los cuales se exhibieron sin adminicularse con algún otro documento, resulta indispensable hacer las siguientes consideraciones. ---- En primer término, es importante precisar que los citados contrarrecibos no fueron objetados por la demandada, hoy quejosa, por lo que en términos del artículo 1241 del Código de Comercio, deben tenerse como si hubieran sido reconocidos expresamente por la enjuiciada. ---- Este tribunal colegiado se ha pronunciado en el sentido de que, aun en el caso de que los contrarrecibos hubieran sido reconocidos, por sí solos son insuficientes para demostrar la obligación de pago que se atribuye a la parte demandada, puesto que en ellos sólo se hace constar la recepción de diversas facturas que entregó la actora a la demandada, hoy quejosa, para que fueran revisadas por esta última, pero no se refieren a los servicios que en su caso amparan las facturas, y mucho menos a un reconocimiento por parte de la demandada de que se prestó el servicio, y que por él deba pagar el importe consignado en las facturas, por lo que únicamente demuestran que se entregaron diversos documentos para su revisión; por tanto, los contrarrecibos por sí solos, no son idóneos para demostrar la acción ejercitada. ---- Así lo ha considerado este órgano jurisdiccional al resolver, los juicios de amparo directo civil números DC.3674/99, DC.4494/99, DC.2594/2000, DC.4664/2002 y DC.4784/2002, criterio que dio origen a la jurisprudencia emitida por este tribunal colegiado en la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, octubre de 1999, página 1253, cuyo rubro y texto son del siguiente tenor literal:----"CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN.” (se transcribe).--- De una adecuada intelección que se efectúa al tema tratado en la citada jurisprudencia emitida por este órgano colegiado de rubro: "CONTRARRECIBOS. SÓLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN”, lleva a considerar que de acuerdo a los usos y costumbres mercantiles que realizan los comerciantes al establecer sus relaciones contractuales, los contrarrecibos que entregan los adquirentes de un bien o un servicio a los proveedores, contra la presentación de una factura, acreditan que se recibieron para su revisión ciertas facturas que de aceptarse serán cubiertas con posterioridad, los servicios o mercancías que amparan los documentos sujetos a revisión, interpretación de la que se desprende que en los casos en los que se exhiba únicamente como medio de prueba para reclamar una cantidad determinada a un comerciante los contrarrecibos y respecto de los cuales la parte demandada haya manifestado objeción ya sea en relación a su existencia, o bien, que la mercancía entregada o servicios prestados no corresponden a lo pactado entre las partes, resultan insuficientes para acreditar el adeudo demandado; sin embargo, la mencionada jurisprudencia debe aplicarse armónicamente en las prácticas comerciales y al dinamismo que opera en las actividades mercantiles, acorde con lo cual la presentación de las facturas se efectúa en forma posterior o simultánea a la entrega de los bienes materia de la transacción o a la realización de los servicios, por lo que la emisión de los contrarrecibos por parte del cliente que amparan que las referidas facturas se encuentran en revisión, valorándolas en conjunto con todo el caudal probatorio, incluyendo la presunciones que se hayan generado en los términos ya expuestos, también son susceptibles de demostrar que se han proporcionado por parte del proveedor las mercancías o servicios para los que fue contratado, motivos por los cuales se concluye que la valoración de los contrarrecibos presentados por la parte accionante mediante los cuales pretende reclamar el pago de un adeudo derivado de una relación comercial, debe efectuarse atendiendo las particularidades de cada caso. --- En ese sentido, si en la especie los citados contrarrecibos de fechas veintidós y veintitrés de junio de dos mil cuatro, al no haberse objetado, se tienen como reconocidos expresamente por la enjuiciada, es evidente que demuestran el adeudo que en los mismos se contiene, sin que la demandada haya aportado ningún medio de convicción que acredite haberse pagado las sumas que comprenden tales documentales, pues, si bien es cierto que la enjuiciada tuvo el derecho de oponerse a la entrega de esa mercancía o la forma como se efectuaron los servicios, demostrando que los productos o los servicios no corresponden a lo acordado con la actora, también lo es que en la especie la empresa demandada se limitó a indicar en relación a los mencionados contrarrecibos, que éstos debían perfeccionarse, sin expresar algún razonamiento del que se desprendiera que no había recibido la mercancía materia de la operación comercial o su oposición a que está no correspondía a la pactada entre las partes, lo que genera la presunción de que los hechos argumentados por la actora, hoy tercera perjudicada, son ciertos que valorados en forma conjunta con los contrarrecibos en comento, generan la convicción de que se adeudan las cantidades establecidas en dichos documentos, motivos por los que se estima infundado el concepto de violación analizado. --- Encuentra apoyo a lo anteriormente considerado, las tesis I.4o.C.100C, I.4o.C.14K, I.4o.C.15K, I.4o.C.97 C, I.4o.C.99 C y I.4o.C.101 C, sustentadas por este tribunal colegiado, localizables en las páginas 2066, 2067, 2111 y 2074 respectivamente, del Tomo XXIII, Marzo de 2006 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, del contenido siguiente:--- “PRESUNCIÓN GRAVE” (se transcribe).--- 
“PRESUNCIONES HUMANAS” (se transcribe).---
“SANA CRÍTICA. SU CONCEPTO.” (se transcribe).--- “PRUEBA PRESUNCIONAL HUMANA. PRINCIPIOS QUE LA RIGEN (CÓDIGO DE COMERCIO)”. (se transcribe).--- “PRUEBA PRESUNCIONAL HUMANA. SU VALORACIÓN (CÓDIGO DE COMERCIO)”. (se transcribe). --- “PRUEBA PRESUNCIONAL. SU IMPORTANCIA EN MATERIA MERCANTIL”. (se transcribe)”.
QUINTO.- Debe determinarse si en el caso existe contradicción entre los criterios antes referidos, pues sólo en tal supuesto es dable que esta Sala emita un pronunciamiento en cuanto al fondo de la presente denuncia.

Al respecto, debe tenerse en cuenta el contenido de la jurisprudencia sostenida por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que señala lo siguiente:

Novena Época.

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Tomo: XIII, abril DE 2001

Tesis: P./J. 26/2001

Página: 76.

"CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA.  De conformidad con lo que establecen los artículos 107, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Federal y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o la Sala que corresponda deben decidir cuál tesis ha de prevalecer. Ahora bien, se entiende que existen tesis contradictorias cuando concurren los siguientes supuestos: a) que al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y, c) que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos”.
De conformidad con la jurisprudencia transcrita, para que exista contradicción de tesis deben reunirse los siguientes elementos:

A) Que al resolver los negocios se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes;

B) Que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y

C) Que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos.

En la especie, no  se satisfacen los requisitos antes señalados, necesarios para la integración de la contradicción de tesis, en atención a lo siguiente:

Los dos Tribunales cuyos criterios se estudian en la presente contradicción analizaron la misma cuestión a saber, consistente en el valor probatorio que debe darse a los contrarrecibos expedidos en operaciones mercantiles.
Ahora bien, del análisis de las ejecutorias sustentadas por ambos tribunales colegiados se advierte, que en principio analizaron diversos elementos en cada caso concreto, además que finalmente concluyeron  con criterios muy similares y no contradictorios.

En efecto, las consideraciones sustentadas por ambos tribunales colegiados no resultan discrepantes en tanto que determinaron el valor de los contrarrecibos presentados en juicios mercantiles, analizando elementos diversos atendiendo al caso concreto que resolvieron, lo que los llevó a en un caso darle valor probatorio a dichas pruebas y en otros casos, no les dio valor probatorio a las mismas.

En efecto, el Décimo  Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver el amparo directo D.C.594/2006-13, sostuvo esencialmente las siguientes consideraciones:

a) La Sala responsable estuvo en lo correcto al darles plena eficacia  probatoria a los documentos base de la acción para demostrar la relación jurídica  en que  fundó  su acción el actor  en el juicio natural, toda vez que si bien la legislación mercantil no previó  la documentación de actos mercantiles mediante facturas o contrarrecibos, lo cierto es que es práctica  común   de los comerciantes documentar  sus actos comerciales mediante las facturas y recibos de las mismas, por lo que la exhibición de estos medios de prueba  acredita la relación  comercial aducida. 

b) Una compraventa mercantil puede ser documentada con las facturas  o contrarrecibos, porque las primeras  evidencian  las contraprestaciones que las partes pactan (la cosa y el precio),  que concatenadas con los contrarrecibos que expide el comprador, se tiene la certeza  de que se llevó  a cabo el acto jurídico referido, pues no es lógico  que alguna persona, por sí o por su dependiente, expida un contrarrecibo especificando que el mismo  es para su revisión y pago, en el que además se precise que las facturas se reciben  para su revisión e indicando  fecha para su pago y luego esa misma persona afirme que los documentos son insuficientes para demostrar la relación comercial que aduce la parte compradora.

c) En aras de otorgar certeza jurídica a las relaciones mercantiles y garantizar el tráfico comercial se estima correcto considerar que las facturas y sus recibos son medios de  prueba suficientes para documentar y demostrar las  ventas mercantiles.

d) Por lo anterior si la actora exhibió las facturas en que basó  el pago de la suerte  principal, así  como los contrarrecibos  que contienen los datos  de la persona moral quejosa, en donde  se especificó  que las facturas detalladas son para su revisión  y pago, además se asentó  la fecha de pago y fueron recibidas por los dependientes de la persona moral demandada  (hecho  que no fue controvertido), es inconcuso que las documentales  aludidas, concatenadas entre sí, resultan ser los medios de prueba idóneos  para demostrar el acto de comercio aducido por el actor.

Sostiene que los documentos citados (facturas y contrarrecibos) debidamente concatenados  hacen prueba plena  de la relación comercial.

d) En la misma ejecutoria precisó  que a partir de esa fecha se aparta del criterio sustentado por el Cuarto Tribunal  Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, contenido  en la tesis que lleva como rubro:  “CONTRARRECIBOS. SÓLO  JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS  DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN”.

f) Agregó que atendiendo a la práctica y usos mercantiles se ha podido percibir que es practica constante y generalizada entre los comerciantes el uso de las facturas y recibos para documentar las operaciones mercantiles, específicamente  la compraventa, lo que apunta a que se reconozca la instrumentación de las compraventas  mercantiles  mediante la entrega de las facturas  y el  acuse de recepción, que por lo general es la entrega de un contrarrecibo. Lo  que agiliza  el tráfico comercial y otorga  certeza jurídica a los comerciantes en sus transacciones, ya que las operaciones mercantiles adquieren mayor fluidez con el reconocimiento del uso comercial reiterado al citar el rigorismo de los contratos escritos y permitir documentar las compraventas de facturas y contrarrecibos.

g) Así,  resulta  acorde a la práctica  comercial apartarse del criterio consistente en  que los contrarrecibos sólo  documentan la entrega de las facturas para su revisión, pero no el acto de comercio, pues la práctica comercial constante apunta hacía otorgar a esos documentos la prueba de la  venta mercantil, por ser la manera que los comerciantes han elegido para documentar dichos actos  jurídicos.

i) Independientemente de lo anterior, los documentos exhibidos por el actor fueron robustecidos con el  apercibimiento que se hizo efectivo a la demandada al resistirse  a  mostrar la documentación  necesaria para el desahogo de la experticia      propuesta por esa parte.

En el caso el actor ofreció  como prueba, además  de los documentos base de la acción, la pericial  en materia contable para demostrar que el actor fue proveedor  de la demandada, que la mercancía descrita en las facturas base de la acción   ingresaron a la empresa demandada y la existencia de un adeudo  registrado en la contabilidad  de la empresa demandada a favor del actor y sí  correspondían a las facturas y los contrarrecibos acompañados  al escrito inicial de la demanda; hechos que se tuvieron por ciertos.

j) Luego  si la prueba pericial tenía como finalidad demostrar la existencia de la relación comercial entre el actor y la demandada y la entrega  de la mercancía  descrita en las facturas  base de la acción, así  como el monto de cada  factura, entonces ante la conducta procesal de la demandada se demostró la relación comercial y el monto que adeudaba; medio de convicción que concatenado con las documentales  acompañadas en actos, hace prueba plena de la relación comercial y de la existencia del adeudo estipulado en los documentos base de la acción, por tanto  los medios de prueba aportados por el actor se estiman  suficientes para demostrar la relación comercial  pretendida por el actor y la existencia  del adeudo,  de modo que a la quejosa correspondía demostrar el pago del monto demandado de conformidad con el artículo 1195 del Código de Comercio.
En la misma ejecutoria  al analizar un diverso  argumento,  el Tribunal Colegiado citado, precisó  que: 

“Es infundado que fueron indebidamente valorados los documentos base de la acción, porque la impetrante demostró  que ella  habría  desconocido la expedición  de los contrarrecibos y que las facturas son documentos  elaborados unilateralmente, exhibidos en copia simple y que todos documentos no demuestran la relación comercial, pues si bien su objeción  la basó en esos documentos, lo cierto es que el valor  probatorio  que proporcionó  la autoridad responsable a las documentales exhibidas por el actor fue de manera conjunta, de modo que fue correcto que la sala responsable les otorgan plena eficacia probatoria a tales documentales y la objeción planteada la desechara, porque si bien los documentos por si solos no demuestran la relación comercial, lo cierto  es que  concatenados  entre sí resultan suficientes para demostrar la compraventa mercantil aducida por la impetrante.”.
Concluye  manifestando lo siguiente:

“Por su parte, este tribunal colegiado había compartido el criterio aludido, sin embargo, a partir de esta fecha considero oportuno separarse del mismo, pues nuevamente al referirse sobre el problema de si las facturas y el acuse  de recepción  son útiles para documentar las operaciones mercantiles, en particular la compraventa, se arribó a la conclusión de que si bien la legislación mercantil no previó la documentación de actos mercantiles mediante facturas o contrarrecibos, ni su valor  probatorio, lo cierto es que en la actualidad es práctica  común  de los comerciantes documentar sus actos comerciales (compraventa)  mediante las facturas  y recibos de las mismas, razón por la cual la exhibición de estos medios de prueba acreditan la relación   comercial aducida.--- Ello, porque las facturas evidencian las contraprestaciones que las partes pactan (la cosa y el precio),  que concatenadas con los contrarrecibos que expide el comprador, se tiene la certeza de que se llevó  a cabo el acto jurídico referido, pues no  resulta lógico que alguna persona, por sí  o por su factor o dependiente , expida un contrarrecibo especificando que el mismo es para su revisión  y pago, en el que además  se precise que las facturas se reciben para su revisión e indicando fecha  para su pago y luego afirme a esa misma persona que tales documentos son insuficientes para demostrar la relación comercial que aduce la parte compradora. --- Es decir,  en opinión de este tribunal colegiado sí debe darse dicho carácter a los documentos que contengan la recepción  de facturas, como en el caso los contrarrecibos  pues el uso  de los mismos  otorga  certeza  jurídica a los comerciantes cuya liquidez es limitada, otorgándoseles un plazo más amplio para el pago de las mercancías, de donde, los contrarrecibos no sólo  documentan la entrega de las facturas para su revisión, sino también son útiles como prueba de la venta mercantil, por ser la manera en que los comerciantes han elegido documentar tales actos jurídicos”.

Por su parte el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer  al resolver los amparos directos DC-4784/2002, DC-3674/99, DC-4654/99, DC2594/2000 y  DC-4664/2002, sustentó esencialmente las siguientes consideraciones:

a) Los contrarrecibos  son instrumentos privados que por su propia naturaleza son imperfectos, por no ser capaces de producir plena fuerza probatoria por sí mismos, ya que su validez depende  de su reforzamiento con otras probanzas, como son su reconocimiento  expreso o tácito, el cotejo, la prueba  pericial, la testimonial, etcétera, como lo establecen los  artículos 334, 335 y 338 al   344 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Por lo que, cuando no son reconocidos expresa o tácitamente pro el supuesto emisor, corresponde al oferente  reforzar su autenticidad con alguna otra prueba, de lo contrario el instrumento no se perfecciona y la carga de la prueba  de su eficacia no corresponde al que lo objeta, pues se le obligaría  a justificar un hecho  negativo, como sería  que no los expidió,  que no contienen reconocimiento de obligación alguna y que no fueron sellados por la empresa demandada. 

b) Aún  en el caso de que los contrarrecibos no hubieren sido objetados sino reconocidos, por sí  solos  son insuficientes  para demostrar la obligación de pago que se atribuye a la parte  demandada  para que fueran revisadas por esta última, pero no se refieren a los servicios que en su caso ampararan las facturas, ni un reconocimiento por parte de la demandada de que se prestó el servicio  y que por él  deba  pagar el importe consignado en las facturas, ya que únicamente demuestran que se entregaron diversos documentos para su revisión, por tanto, no son idóneos para demostrar la acción intentada.

c) Atendiendo a los usos y costumbres mercantiles, los contrarrecibos son meros documentos justificativos  de que se recibieron para su revisión ciertos recibos, notas de remisión o bien facturas de proveedores a fin  de que posteriormente  y una vez examinados, si se aceptan sean cubiertos, pero no demuestran que los servicios o mercancías que amparen  los recibos, notas de remisión, facturas se adeuden.

d) Así aun cuando la enjuiciada hubiera reconocido la autenticidad de tales documentos, esta circunstancia no es suficiente para establecer la existencia y exigibilidad de la obligación cuyo pago se exige. 

El mismo Tribunal Colegiado en una ejecutoria posterior dictada en el amparo directo DC-328/2006, de fecha veintinueve de junio de dos mil seis, atendiendo a las circunstancias propias del caso concreto, estimó lo siguiente:
1) Señaló los sistemas de valoración de pruebas  reconocidos  doctrinalmente   y en qué consisten, precisó  en que consisten las presunciones, su importancia en materia mercantil, así como su regulación en la legislación aplicable  y la valoración que debe hacer de las mismas el juzgador.

2) En cuanto al caso concreto precisó que haciendo  una debida valoración de la prueba presuncional humana,  al no haberse demostrado una objeción que reste valor  probatorio a los contrarrecibos exhibidos, los cuales se encuentran adminiculados con otras documentales, específicamente con facturas las cuales tienen eficacia demostrativa aún cuando constan en copias al carbón, atendiendo a que el  original de las mismas  de  conformidad con los usos y costumbres  mercantiles se presentan para su revisión y posterior pago, entregándose como prueba de dicho acto los contrarrecibos, por lo que las facturas y contrarrecibos, se robustecen, entre sí para  demostrar el adeudo que en esos documentos se consigna y sirven para acceder a hechos desconocidos  y concordantes.

3) Respecto de los contrarrecibos  que no se encuentran adminiculados con facturas, considero que al no ser objetados por la demandada, deber tenerse como si hubieran sido reconocidos  expresamente  por  la enjuiciada.

4) Precisó que dicho tribunal se ha pronunciado en el sentido de que en el caso de que  los contrarrecibos  hubieran sido reconocidos,  por sí  solos no suficientes para demostrar la obligación de pago que se atribuye  a la demandada, puesto que en ellos sólo se hace constar la recepción de diversas facturas  que entregó la actora a la demandada, para que fueran revisadas, pero no se refieren a los servicios que en su caso aparan  las facturas y mucho menos a un reconocimiento por parte de la demandada de que se prestó el servicio y que por el deba pagar el importe consignado en las facturas, por lo que únicamente demuestran que se entregaron diversos documentos para su revisión, por lo que por sí solos no son idóneos  para demostrar la acción ejercitada.

e) Que de acuerdo con los usos y costumbres mercantiles que realizan  los comerciantes al establecer  sus relaciones contractuales,  los contrarrecibos  que entregan los adquirientes de un bien o un servicio a los proveedores, contra  la presentación de una factura  acreditan que se recibieron para su revisión  ciertas facturas que de aceptarse serían cubiertas con posterioridad, los servicios o mercancías que amparan los documentos sujetos a revisión, interpretación de la que se desprende que  en los casos en que se exhiba únicamente  como medio de prueba  para  reclamar una  cantidad determinada a un comerciante los contrarrecibos,  que hubieran sido  objetados, resultan insuficientes para acreditar  el adeudo demandado; sin embargo, los contrarrecibos pueden ser valorados con las  demás pruebas  y las presunciones del caso,  entonces  sí son susceptibles de demostrar que  se han proporcionado por parte del proveedor las mercancías o servicios  para  los fines que fue contratado.

Concluye manifestando que la valoración de los contrarrecibos presentados por la parta accionante mediante los cuales pretende reclamar el pago de un adeudo  derivado de una relación comercial, debe efectuarse atendiendo a las particularidades del caso concreto.
De lo anterior se colige claramente que en el caso, las primeras ejecutorias emitidas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito pudieran ser contradictorias con la emitida por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, en cuanto al valor probatorio que tienen los contrarrecibos presentados en  juicios mercantiles, ya que mientras el primer tribunal citado, en las primeros cinco ejecutorias, las que dieron origen a la tesis citada con antelación, estableció que los contrarrecibos por sí solos carecen de valor probatorio, por su parte el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en el amparo directo DC-594/2003, estimó que dichos contrarrecibos sí tienen valor probatorio, sin embargo, en estos casos ambos tribunales colegiados partieron del análisis de diversos elementos ya que el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito les otorgó valor probatorio a los contrarrecibos al concatenarlos con otros medios de prueba como son las facturas, es decir su conclusión, partió del hecho de que en el caso concreto que analizó, los contrarrecibos adquieren valor probatorio porque estaban concatenados con las facturas correspondientes, lo que no ocurrió en las primeras cinco ejecutorias emitidas por el Cuarto Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, de las cuales se advierte que no se les dio  valor a los contrarrecibos por sí solos, es decir, en estos casos dichos documentos no fueron concatenados con algún otro elemento de prueba de ahí la afirmación del citado tribunal en el sentido de que carecen de valor probatorio para demostrar  que las mercancías o servicios que amparan se adeuden.

Luego en el caso de la ejecutoria dictada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver el amparo directo DC- 594/2003 y de las dictadas por el Cuarto Tribunal Colegiado de la misma materia y circuito en los amparos directos DC-3674/99, DC-4654/99, DC-2594/2000, DC-4664/2002 y DC-4784/2002, ambos tribunales colegiados arribaron a conclusiones diferentes, porque atendieron a elementos diversos, ya que en el caso analizado por el primer tribunal citado, se les otorgó valor probatorio a los contrarrecibos porque fueron adminiculados con las facturas respectivas, mientras que en los casos analizados por el Cuarto Tribunal Colegiado de mérito dichos documentos fueron analizados sin concatenarse con otro medio de prueba, por tal motivo se concluyó que por sí solos no tienen valor probatorio. En esta tesitura, los criterios discrepantes partieron del análisis de diversos elementos, diferencia que precisamente  originó que ambos tribunales llegaron a conclusiones diversas.

Corrobora lo anterior la circunstancia de que al resolver el amparo directo DC-328/2006, el propio Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, asumió un criterio similar al sostenido por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, respecto al valor probatorio que tienen los contrarrecibos en materia mercantil, ya que al valorar dichos documentos con el restante caudal probatorio y las presunciones del caso, sí son susceptibles de demostrar el adeudo que en los documentos se consigna, específicamente se refiere a la adminiculación de los contrarrecibos con las facturas respectivas, tal y como lo hizo el último  tribunal colegiado citado, es decir si les concede valor probatorio cuando se adminiculan con algún otro elemento de prueba.

De esta guisa, los criterios cuya contradicción se denuncia realmente son coincidentes cuando parten del análisis de los mismos elementos, y fueron discrepantes únicamente cuando no analizaron los mismos elementos que en cada caso concreto advirtieron. 
Así las cosas, no se advierte que lo considerado por los mencionados tribunales colegiados efectivamente sea contradictorio, toda vez que los criterios que sustentan derivan por una parte  del examen de distintos elementos, y en el caso que analizaron los mismos elementos, sus criterios fueron coincidentes, por lo que debe concluirse que la contradicción de tesis propuesta es inexistente. 

Es aplicable al caso concreto, la jurisprudencia de la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que a continuación se transcribe:

CONTRADICCIÓN DE TESIS 161/2006-ps.

Entre los criterios sustentados por EL décimo tercer tribunal COLEGIADO en materia civil del primer circuito y el cuarto tribunal colegiado en la misma materia y circuito. 

MINISTRA PONENTE: OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE  GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIA: rosaura rivera salcedo.

S Í N T E S I S

I

TRIBUNALES COLEGIADOS CUYO CRITERIO SE DENUNCIA COMO POSIBLEMENTE CONTRADICTORIO:

Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito:

Los contrarrecibos y facturas concatenados entre sí son medios de prueba idóneos para demostrar el acto de comercio aducido por el actor.

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito:

Sostuvo la siguiente tesis jurisprudencial: “CONTRARRECIBOS. SOLO JUSTIFICAN LA RECEPCIÓN DE CIERTOS DOCUMENTOS PARA SU REVISIÓN”.
Y al resolver el amparo directo DC-328/2006, sostuvo que:

Que adminiculados los contrarrecibos con las facturas correspondientes o con otros medios de prueba y haciendo una debida valoración de la presuncional, demuestran el adeudo que en dichos documentos se consigna.

Así la valoración de los contrarrecibos presentados por la parte accionante mediante los cueles pretende reclamar el pago de un adeudo de una relación comercial, debe efectuarse atendiendo a las particularidades del caso.
EL PROYECTO CONSULTA:

Es inexistente la presente contradicción de tesis, toda vez que:

En el caso, las primeras ejecutorias emitidas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito pudieran ser contradictorias con la emitida por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, en cuanto al valor probatorio que tienen los contrarrecibos presentados en  juicios mercantiles, ya que mientras el primer tribunal citado, en las primeras cinco ejecutorias, que dieron origen a la tesis citada con antelación, estableció que los contrarrecibos por sí solos carecen de valor probatorio, por su parte el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en el amparo directo DC-594/2003, estimó que dichos contrarrecibos sí tienen valor probatorio, sin embargo, en estos casos ambos tribunales colegiados partieron del análisis de diversos elementos ya que el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito les otorgó valor probatorio a los contrarrecibos al concatenarlos con otros medios de prueba como son las facturas, es decir su conclusión partió del hecho de que en el caso concretó que analizó, los contrarrecibos adquieren valor probatorio porque estaban concatenados con las facturas correspondientes, lo que no ocurrió en las primeras cinco ejecutorias emitidas por el Cuarto Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, de las cuales se advierte que no se les dio  valor a los contrarrecibos por sí solos, es decir, en estos casos dichos documentos no fueron concatenados con algún otro elemento de prueba, de ahí la afirmación del citado tribunal en el sentido de que carecen de valor probatorio para demostrar  que las mercancías o servicios que amparan se adeuden.

Y fueron discrepantes únicamente cuando no analizaron los mismos elementos que en cada caso concreto advirtieron. 

Corrobora lo anterior la circunstancia de que al resolver el amparo directo DC-328/2006, el propio Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, asumió un criterio similar al sostenido por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en la misma materia y circuito, respecto al valor probatorio que tienen los contrarrecibos en materia mercantil, ya que al valorar dichos documentos con el restante caudal probatorio y las presunciones del caso, sí son susceptibles de demostrar el adeudo que en los documentos se consigna, específicamente se refiere a la adminiculación de los contrarrecibos con las facturas respectivas, tal y como lo hizo el último  tribunal colegiado citado, es decir si les concede valor probatorio cuando se adminiculan con algún otro elemento de prueba.

De esta guisa, los criterios cuya contradicción se denuncia realmente son coincidentes cuando parten del análisis de los mismos elementos y fueron discrepantes únicamente cuando no analizaron los mismos elementos que en cada caso concreto advirtieron.

En los resolutivos:

ÚNICO.- No existe la contradicción de criterios a que este expediente se refiere.

Tesis  invocadas:
"CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA”.

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE SI LOS CRITERIOS DIVERGENTES TRATAN CUESTIONES ESENCIALMENTE DISTINTAS”.

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. SI ES EVIDENTE SU INEXISTENCIA, PUEDE EMITIRSE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE SIN ESPERAR A QUE VENZA EL PLAZO ESTABLECIDO PARA QUE EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA FORMULE SU OPINIÓN”.
Novena Época

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: II, julio de 1995

Tesis: 2a./J. 24/95

Página:    59

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE SI LOS CRITERIOS DIVERGENTES TRATAN CUESTIONES ESENCIALMENTE DISTINTAS.  Para que se configure la contradicción de tesis a que se refiere el artículo 197-A de la Ley de Amparo, es menester que las resoluciones pronunciadas por los Tribunales Colegiados que sustenten criterios divergentes traten cuestiones jurídicas esencialmente iguales; por tanto, si la disparidad de criterios proviene de temas diferentes, la contradicción es inexistente”.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.- No existe la contradicción de criterios a que este expediente se refiere.

Notifíquese; envíese testimonio de esta resolución a los Tribunales Colegiados de Circuito cuyas ejecutorias se examinaron, y, en su oportunidad, archívese el expediente como concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas (Ponente) y Presidente José Ramón Cossío Díaz. 
Firman el Ministro Presidente de la Sala y la Ministra Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

 MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ.

PONENTE:

MINISTRA OLGA SÁNCHEZ CORDERO DE GARCÍA VILLEGAS.

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MANUEL DE JESÚS SANTIZO RINCÓN.

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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